El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

Radicación No.:

66001-31-03-004-2014-00184-02

Proceso:

Ejecutivo
Demandante:

Felipe Gómez Franco

Demandado:

Inversiones Gofra SAS en liquidación
Actuación:

Regulación de honorarios
TEMAS:
REGULACIÓN DE HONORARIOS / A FALTA DE CONTRATO SE DEBEN TOMAR COMO BASE LOS CRITERIOS ESTABLECIDOS PARA LA FIJACIÓN DE AGENCIAS EN DERECHO POR EL CONSEJO SUPERIOR DE LA JUDICATURA.
… la jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia, todavía vigente, sobre la remuneración de los profesionales del derecho ha dicho:

“… en lo que toca a la retribución, el artículo 2143 del C.C. dispone que el mandato puede ser gratuito o remunerado y que la remuneración es determinada por la convención de las partes, por la ley o por el juez. De otro lado, el artículo 2184, ordinal 3º, del mismo Código define que el mandante está obligado entre otras cosas a pagarle al mandatario “… la remuneración estipulada o la usual…”
Así que en lo que tiene que ver con este tema, el artículo 76 del C.G.P., establece que para su determinación el juez deberá tener como base el respectivo contrato y los criterios señalados en la norma para la fijación de las agencias en derecho.
Se tiene, entonces, que la remuneración de los servicios prestados por los profesionales del derecho se encuentra determinada por lo convenido entre las partes en el contrato de mandato; y a falta de una estipulación expresa (verbal o escrita), su tasación corresponderá al juez teniendo en cuenta, así lo dice categóricamente el artículo 76, los fundamentos señalados para la fijación de agencias en derecho, que concretamente señala hoy la norma, esto es, los mínimos y los máximos fijados por el Consejo Superior de la Judicatura, la naturaleza del asunto y de la gestión, la calidad y la duración de esta última realizada por el apoderado judicial, la cuantía del proceso y otras circunstancias especiales (numeral 4º del artículo 366 del CGP).
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

         SALA DE DECISION CIVIL FAMILIA

Magistrado: Jaime Alberto Saraza Naranjo.

Pereira, marzo siete de dos mil diecinueve 

Expediente 66001-31-03-004-2014-00184-02

Resuelve la Sala el recurso de apelación que contra el auto del 23 de noviembre de 2018, proferido por el Juzgado Cuarto Civil del Circuito de Pereira, interpuso la empresa demandada, en el trámite de regulación de honorarios que inició la abogada Alba María García Ramírez dentro del proceso ejecutivo que allí le siguió Felipe Gómez Franco a Inversiones Gofra SAS en liquidación.

ANTECEDENTES 
  



Refiere la incidentista que la ejecutada le otorgó poder para que la representara dentro del proceso ejecutivo mixto propuesto por el señor Felipe Gómez Franco; mediante contrato verbal pactaron el pago de dichos servicios a cuota Litis del 10% sobre el monto de la pretensión que eran de $1.080.000.000,oo, “…sin embargo y sin justificación alguna, dicho mandato me fue revocado, estando en la última etapa del proceso, pues se encontraba para retirar los oficios de levantamiento de medidas y de los títulos judiciales…”

  



Agrega que “Mi trabajo cuidado y vigilancia del proceso, ha sido siempre atento y eficaz, logrando con mi sustentación el fallo en favor de mi poderdante señora MELVA LUCÍA FRANCO SUÁREZ en primera y segunda instancia”, sin que a la fecha haya cancelado los honorarios.

  



La incidentada, por su parte, por conducto de abogado, se pronunció rechazando la regulación pedida (f. 6 y 7, c. copias)

  



El incidente inicialmente terminó con una conciliación entre las partes (f. 33), sin embargo, mediante auto del 20 de marzo de 2018 (f. 42) fue declarada nula. Rehecha la actuación y allegadas las pruebas, se decidió el asunto en audiencia del pasado 23 de noviembre, en la que se fijó como honorarios a cargo de Inversiones “GOFRA SAS” en liquidación la suma de $74.735.051,oo, teniendo como base las agencias en derecho señaladas por la primera y la segunda instancias.

  



Contra esta providencia, el apoderado de la parte incidentista presentó recurso de apelación sustentado en el hecho de que no existe prueba alguna de que se hayan pactado honorarios, y los señalados por el despacho de primer grado no son correctos, pues fueron tasados con base en las agencias en derecho fijados en las sentencias de primer y segundo grado, que son totalmente diferentes a la tasación de honorarios que aquí se pide (f. 63 a 66). 

 



La incidentista (f. 68 y 69) se pronunció sobre la apelación y solicitó la confirmación del auto protestado.

 



CONSIDERACIONES
La Sala encuentra que no hay obstáculo para adoptar la decisión de fondo que ponga fin a este incidente de regulación de honorarios, pues las partes están legitimadas para actuar, si bien se trata de la apoderada que llevó el proceso ejecutivo como representante judicial de la sociedad Inversiones GOFRA SAS en liquidación, ejecutada en el presente asunto y contra la cual se dirige su reclamo. Además, se ha agotado el procedimiento previsto en el artículo 322-3 del CGP.

El recurso es procedente por virtud de lo dispuesto en el numeral 5º del artículo 321 del mismo estatuto procesal y se decidirá en Sala Unitaria, en virtud de lo reglado por el artículo 35 ibídem.
La inconformidad de la sociedad recurrente se centra en los honorarios fijados por la juez de primera instancia a la abogada Alba María García Ramírez, tasados en la suma de $74.735.051,00, para lo cual se tuvo como fundamento el monto de las agencias en derecho señaladas para ambas instancias en el proceso ejecutivo.

La Sala, sin dejar de reconocer que cualquier suma que se fije es controvertible porque difícilmente podrá satisfacer las expectativas de las partes, o de alguna de ellas, procederá en este caso, a modificar la decisión de primer grado, ya que los razonamientos en los cuales se basó la juez de instancia se hallan acordes con la actuación desplegada por la abogada y la tasación realizada con base en las agencias en derecho, es pertinente, tal como se explica a continuación, solo que en la que corresponde a la segunda instancia se advierte un serio reparo.
En primer término, se recuerda que la jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia, todavía vigente, sobre la remuneración de los profesionales del derecho ha dicho:

“… en lo que toca a la retribución, el artículo 2143 del C.C. dispone que el mandato puede ser gratuito o remunerado y que la remuneración es determinada por la convención de las partes, por la ley o por el juez. De otro lado, el artículo 2184, ordinal 3º, del mismo Código define que el mandante está obligado entre otras cosas a pagarle al mandatario “… la remuneración estipulada o la usual…”

Así que en lo que tiene que ver con este tema, el artículo 76 del C.G.P., establece que para su determinación el juez deberá tener como base el respectivo contrato y los criterios señalados en la norma para la fijación de las agencias en derecho.
Se tiene, entonces, que la remuneración de los servicios prestados por los profesionales del derecho se encuentra determinada por lo convenido entre las partes en el contrato de mandato; y a falta de una estipulación expresa (verbal o escrita), su tasación corresponderá al juez teniendo en cuenta, así lo dice categóricamente el artículo 76, los fundamentos señalados para la fijación de agencias en derecho, que concretamente señala hoy la norma, esto es, los mínimos y los máximos fijados por el Consejo Superior de la Judicatura, la naturaleza del asunto y de la gestión, la calidad y la duración de esta última realizada por el apoderado judicial, la cuantía del proceso y otras circunstancias especiales (numeral 4º del artículo 366 del CGP). 

Para lo que a este asunto atañe, debe tenerse en cuenta que las partes no pactaron un valor específico de la remuneración, o un porcentaje; sobre ese aspecto ninguna prueba hay en el plenario que así lo indique, por lo que en eso acertó la juez de instancia, pues si se observa lo expuesto por la incidentista y lo controvertido por la sociedad incidentada, son posiciones antagónicas: la una dice que hubo contrato, mientras que la otra lo niega, por lo que sin un medio de prueba que lo acredite, ni siquiera un dictamen que se hubiera podido arrimar, es preciso acudir a las aludidas tarifas. 
Para ello, se ha de considerar: i) el trabajo efectivamente desplegado por la litigante, ii) la complejidad del asunto, iii) la cuantía y iv) una base para su tasación.

Se tiene, entonces, que la abogada García Ramírez contestó la demanda (f. 17 a 26) y propuso diez excepciones de fondo, con pruebas documentales, testimoniales e inspección judicial; asistió a la audiencia prevista en el artículo 432 del CPC, vigente a la sazón, en la que se decretaron las pruebas solicitadas, excepto la inspección judicial (f. 280); presentó los alegatos (f. 29, c. 2) y se dictó sentencia en la que se dio por terminado el proceso debido a que se encontró demostrado uno de los medios de defensa presentados (f. 30, c. 2). En segunda instancia, la abogada replicó los argumentos de la apelación, con la sustentación oportuna, y la decisión le fue favorable.
De todo este derrotero procesal, se puede concluir que la actuación de la abogada estuvo acorde a los postulados que regulan esta clase de mandato; se trató de una asunto de una relativa complejidad por el contexto familiar en el que se desenvolvió; era un ejecutivo con acción mixta de mayor cuantía (pretensiones por $1.080.000,oo), con base en dos letras de cambio, obligación garantizada con hipoteca, en la que la abogada estuvo atenta a todo el proceso, asistiendo a su poderdante en el trámite procesal, hasta el punto que uno de sus medios de defensa prosperó en primera instancia, y apelada la decisión, fue confirmada por esta Sala.
Lo cual indica que la profesional desplegó un trabajo de fondo y oportuno, con el fin de salvaguardar los intereses de su mandante, sacando avante su defensa, previo un adecuado recaudo probatorio. 
Ahora, en cuanto al monto que se le debe fijar, es preciso indicar, como atrás se expuso, que en vista de la falta de prueba en cuanto al valor a tasar, pues se carece de contrato, o de una prueba pericial que ilustre sobre el particular, lo propio era, cual lo hizo la jueza de instancia, recurrir a los porcentajes señalados en el Acuerdo No. PSAA16-10554 de agosto 5 de 2016, “por el cual se establecen las tarifas de agencias en derecho”, que para un proceso de esta índole, dice el artículo 5°: 

4. PROCESOS EJECUTIVOS. 
En única y primera instancia - Obligaciones de dar sumas de dinero; o de dar especies muebles o bienes de género distintos al dinero, de hacer, o de no hacer, que además contengan pretensiones de índole dinerario. (…)
c. De mayor cuantía. 

Si se dicta sentencia ordenando seguir adelante la ejecución, entre el 3% y el 7.5% de la suma determinada, sin perjuicio de lo señalado en el parágrafo quinto del artículo tercero de este acuerdo. 

Si se dicta sentencia de excepciones totalmente favorable al demandado, entre el 3% y el 7.5% del valor total que se ordenó pagar en el mandamiento de pago. (…)
En segunda instancia. Entre 1 y 6 S.M.M.L.V. 

Escuchado el audio que contiene la providencia respectiva, dijo la funcionaria que tendría en cuenta las agencias en derecho que había fijado en primera instancia, equivalentes a $48’127.738,oo, y las de segundo grado, que ascendieron a $24’155.781,oo, más la indexación allí señalada, desde agosto de 2017 hasta octubre de 2018, que arrojó un saldo total de honorarios a cancelar por valor de $74’735.051,oo, decisión que la Sala comparte parcialmente. 

En cuanto a la primera instancia, basta una operación matemática para establecer que, en razón de la cuantía de la ejecución ($1’080.000.000,oo), que fracasó gracias a la gestión de la abogada, el porcentaje aplicado fue del 4.45%, esto es, inferior al 4.5 que sugiere el apelante, con lo que ese valor debe mantenerse. 

Lo que no se puede avalar, es la tasación que se hizo de las agencias en derecho por la actividad en la segunda instancia, porque, al margen de que las partes ninguna objeción hubiesen planteado a la liquidación de costas efectuada, como se anunció por la funcionaria al proferir el auto, es evidente que estuvieron por encima de los extremos señalados por el Consejo Superior de la Judicatura, que, como viene de verse, tiene regulado que por tal instancia, las agencias en derecho deben ser máximo de seis salarios mínimos legales mensuales vigentes, que para el año 2017, con un salario de $737.717,oo, ascendían a $4’426.302; así que, se reitera, como no hubo protesta en primera sede por el señalamiento que se hizo, será este el valor a tener en cuenta, pues está muy por debajo de lo que allí se estableció. 

En síntesis, las agencias en derecho han debido se reguladas en la suma de $52’554.040,oo, suma que, actualizada desde el mes de agosto de 2017 a esta fecha, según la serie de empalmes publicada por el DANE, arroja un total de $55’205.749. 
Bajo tal escenario, lo que sigue es modificar la decisión apelada en el sentido de que el valor de los honorarios a favor de la apoderada judicial que reclama su fijación, será de $55’205.749,00.

Como el recurso prospera parcialmente, no habrá condena en costas en esta sede. 

DECISIÓN
En armonía con lo expuesto, esta Sala Unitaria Civil-Familia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, MODIFICA el auto del 23 de noviembre de 2018, proferido por el Juzgado Cuarto Civil del Circuito local, en el presente incidente de regulación de honorarios presentado por la abogada Alba María García Ramírez contra la parte aquí recurrente, incidente que se lleva dentro del proceso ejecutivo que se sigue entre Felipe Gómez Franco e Inversiones Gofra SAS en liquidación,  en el sentido de que el monto de los honorarios reclamados se fija en la suma de CINCUENTA Y CINCO MILLONES DOSCIENTOS CINCO MIL SETECIENTOS CUARENTA Y NUEVE PESOS ($55’205.749,oo). 
Sin costas. 
Notifíquese
JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO
Magistrado
� Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación Laboral. Sentencia Dic. 10/97. MP Francisco Escobar Henríquez. 





